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 ▷ Queja 24/4638, dirigida al Instituto Andaluz de Administración Pública (IAAP) referente a la posibilidad de fijar otras 
sedes en distintas provincias andaluzas para la realización de los procesos selectivos de acceso a la función pública.

2.2.5. Políticas activas de empleo

2.2.5.1. Introducción
Al igual que en años anteriores, desde el compromiso de esta Defensoría con los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS) en la lucha por erradicar la pobreza -ODS 1.1- y alcanzar una sociedad próspera, acogedora, equilibrada y plena en 
armonía con el entorno, a través de este apartado hemos supervisado la gestión de la Administración en la ejecución 
de las políticas activas de empleo propuestas por los distintos niveles de gobierno.

En este sentido, procede traer a colación lo dispuesto en la meta 8.5 de los ODS, en la que se propone lo siguiente: “De 
aquí a 2030, lograr el empleo pleno y productivo y el trabajo decente para todas las mujeres y los hombres, incluidos los 
jóvenes y las personas con discapacidad, así como la igualdad de remuneración por trabajo de igual valor”. Asimismo, 
estas políticas también se alinean con la consecución de los fines establecidos en la meta 8.b, que pone el acento en 
desarrollar y poner en marcha una estrategia mundial para el empleo de los jóvenes; y la 9.3 con la que se pretende “Au-
mentar el acceso de las pequeñas industrias y otras empresas, particularmente en los países en desarrollo, a los servicios 
financieros, incluidos créditos asequibles, y su integración en las cadenas de valor y los mercados”,  que junto con las 
9.a. y 9.b, buscan facilitar el crecimiento de infraestructuras sostenibles y resilientes en los países en desarrollo, así como, 
apoyar el despliegue de tecnologías nacionales mediante programas de obras públicas con alto coeficiente de empleo.

En este contexto, el objetivo prioritario para las políticas activas de empleo o mercado de trabajo es elevar las oportu-
nidades para quienes buscan empleo, para lo cual será necesario alcanzar una correspondencia adecuada entre las 
demandas para la contratación de personas trabajadoras y las solicitudes de empleo. Al hacerlo de esta forma, se con-
tribuye a crear empleo y al crecimiento económico.

Por lo general, las políticas activas de empleo fomentan la contratación laboral temporal para grupos específicos de 
personas que encuentran dificultades particulares para incorporarse al mercado de trabajo; por ejemplo, los más jóvenes, 
los de edad avanzada, las personas con discapacidad, las mujeres en situación de riesgo o proclives a desembocar en 
situaciones de exclusión social o las personas desempleadas de larga duración. Las herramientas previstas para alcanzar 
estos objetivos pueden ser variadas, así, por ejemplo, las encaminadas a la realización de cursos de formación profesio-
nal para el empleo, obteniendo una titulación acorde con las necesidades del mercado de trabajo de cada momento, 
y con derecho a ayudas o becas de transporte y/o conciliación; las ayudas a la contratación; las ayudas económicas por 
situaciones de especial vulnerabilidad; etc.

Así pues, las políticas de empleo pueden ir dirigidas a:

 ▷ La intermediación y asistencia en la búsqueda de empleo, asesoramiento y vinculación de la oferta y la demanda, 
actividad desarrollada por el Servicio Andaluz de Empleo en nuestra Comunidad Autónoma.

 ▷ La formación y preparación de las personas para el mercado de trabajo.

 ▷ Las subvenciones para la contratación de personal o la conservación de empleos.

 ▷ Las subvenciones o ayudas para la actividad empresarial y trabajo autónomo.

Con respecto al fomento y promoción de la actividad económica de las personas autónomas y emprendedoras, con la 
finalidad última de mejorar el bienestar y la calidad de vida de los habitantes de determinados territorios, procede re-
ferirnos al ODS 8.3 que persigue “Promover políticas orientadas al desarrollo que apoyen las actividades productivas, la 
creación de puestos de trabajo decentes, el emprendimiento, la creatividad y la innovación, y fomentar la formalización 
y el crecimiento de las microempresas y las pequeñas y medianas empresas, incluso mediante el acceso a servicios 
financieros”. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/search/node/24/4638
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En este sentido, y alineada también con este ODS, merece ser mencionada la Primera Estrategia Nacional del Impulso 
del Trabajo Autónomo (ENDITA 2022-2027), aprobada por Resolución de 24 de mayo de 2023 de la Secretaría de Estado 
de Empleo y Economía Social, que en su presentación expone, entre otros extremos, lo siguiente: “El propósito es, de 
una parte, crear un instrumento útil para los actores públicos que hemos de contribuir a la generación de un ecosistema 
del trabajo autónomo adecuado a las necesidades del colectivo y, de otra, visibilizar una acción coordinada del Gobierno 
en la que las trabajadoras autónomas y los trabajadores autónomos, así como las organizaciones que las representan, 
encuentren los anclajes para avanzar los próximos años, que van a ser decisivos en la conformación de un modelo eco-
nómico más flexible, resiliente, moderno y enraizado en el territorio”.

En definitiva, en la actualidad, los gobiernos tienen la necesidad de abordar en sus políticas públicas el desafío de ge-
nerar oportunidades de empleo pleno, productivo, libremente elegido y decente para la totalidad de las mujeres y los 
hombres que buscan trabajo.

2.2.5.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

2.2.5.2.1. Quejas referidas a la inclusión de colectivos desfavorecidos

En las quejas que se han recibido durante el año 2024 sobre esta materia, se continúan suscitando los mismos problemas 
que en años anteriores y, especialmente, vuelven a repetir el denominador común de la mayoría de las quejas recibidas 
en otros ámbitos: la demora de la administración pública en la resolución de las solicitudes y recursos presentados. 

Además de ello, se han planteado otros asuntos de entre los cuales consideramos necesario detenernos y destacar los 
siguientes aspectos:

1. Denuncias referidas al cupo de discapacidad en las que se expone que en las convocatorias realizadas por los 
ayuntamientos andaluces, beneficiarios de los programas de empleo promovidos en el ámbito de las políticas activas 
de empleo de la Comunidad Autónoma de Andalucía, no se está respetando el cupo de reserva para personas con 
discapacidad. 

Esta Institución resolvió dirigir sugerencia a la Dirección General de Formación Profesional para el Empleo para 
que “se analicen las posibilidades existentes tendentes a que, en cumplimiento de la previsión del artículo 29.3 de 
la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad en Andalucía, la 
aplicación de la reserva de al menos el 5% de plazas para personas con discapacidad en el conjunto de los Programas 
desarrollados en el marco de las políticas activas de empleo en la Comunidad Autónoma de Andalucía, se procure 
desde el inicio del proceso de selección” queja 23/5083.

2. Dificultades con respecto a la expedición de certificados de profesionalidad (como ejemplo la queja 23/9287). 

Tramitamos expediente de queja a instancia de una persona que nos pedía ayuda porque se inscribió en un curso 
para la obtención de un certificado de profesionalidad impartido por una entidad privada, previa autorización de 
la Delegación Territorial de Empleo, Empresa y Trabajo Autónomo de la provincia, que no podía finalizar. 

Tras cursar y abonar más del 50% de la formación, y a falta de un módulo para poder acceder a las prácticas 
profesionales no laborales y obtener el certificado, la formación quedó suspendida, y al no facilitarle la entidad 
formadora más información clara, esta persona se dirigió a la administración donde se le indicó que “el Servicio 
de Formación Profesional para el Empleo de esta Delegación Territorial no es competente para dirimir las posibles 
discrepancias con la entidad de formación”.

Concluida por el Defensor del Pueblo Andaluz la pertinente investigación, constatamos que la entidad formadora 
solo había sido autorizada por la administración a impartir tres módulos del total de los cinco que integran dicha 
formación, informando la Delegación Territorial competente que “Para completar la totalidad de los módulos que 
componen el citado Certificado de Profesionalidad, (la persona interesada) puede acudir a cualquier otro Centro 
Autorizado de Formación Profesional para el Empleo que oferte los módulos formativos restantes (…)”.

https://www.mites.gob.es/trabajoautonomo/es/Conocenos/endita/
https://www.mites.gob.es/trabajoautonomo/es/Conocenos/endita/
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/search/node/23/5083
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